
DEL CONGRESO DE NUEVO LEÓN, CON EL QUE REMITE INICIATIVA CON PROYECTO DE 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 109 DE LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA  

Diputado Francisco Ramírez Acuña  
Presidente de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión  
Presente  

Con fundamento en lo dispuesto en la fracción III del artículo 71 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, la LXXII Legislatura al honorable Congreso del estado de Nuevo León 
tuvo a bien aprobar la iniciativa con proyecto de decreto que tiene por objeto reformar la fracción III 
del artículo 109 de la Ley del Impuesto sobre la Renta en relación con el cobro del impuesto sobre la 
renta que actualmente se aplica a las jubilaciones, pensionados, etcétera.  

En virtud de lo anterior, acompañamos al presente copia del dictamen presentado por la Comisión 
de Legislación y Puntos Constitucionales y del acuerdo número 81, aprobado con fecha 2 de marzo 
de 2010, para su conocimiento y efectos legales a que haya lugar, agradeciéndole nos haga saber el 
trámite legislativo dado al presente.  

Sin otro particular, aprovechamos la ocasión para enviarle un cordial saludo.  

Atentamente  
Monterrey, NL, a 2 de marzo de 2010.  
Sufragio Efectivo. No Reelección.  

Diputada María del Carmen Peña Dorado (rúbrica)  
Secretaria  

Diputada Blanca Esthela Armendáriz Rodríguez (rúbrica)  
Secretaria  
   

Honorable Asamblea:  

En fecha 25 de febrero de 2010 se turnó a la Comisión de Legislación y Puntos Constitucionales el 
expediente legislativo 6251, el cual contiene un escrito signado por los ciudadanos diputados José 
Ángel Alvarado Hernández y Jorge Santiago Alanís Almaguer, integrantes del Grupo Legislativo del 
Partido Nueva Alianza, partido político nacional, a la LXXII Legislatura al honorable Congreso del 
estado de Nuevo León, mediante el cual y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, 
fracción III, de la Constitución federal solicitan la aprobación a esta soberanía para remitir a la 
honorable Cámara de Diputados del Congreso de la Unión iniciativa de reforma a la fracción III del 
artículo 109 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, relativo a la eliminación del monto máximo de 
salarios mínimos a que se refiere la citada fracción del artículo en comento.  

Antecedentes  

Señalan los promoventes que, en los primeros días del mes de febrero del presente año, el Servicio 
de Administración Tributaria instruyó tanto al Instituto Mexicano del Seguro Social, como al Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores para que retuvieran el impuesto sobre la 
renta (ISR) a los jubilados y pensionados que rebasaran los nueve salarios mínimos.  

Indican que esta medida no forma parte del paquete fiscal 2010 aprobado por el Congreso de la 
Unión, para cubrir los gastos de la federación, y se trata de hacer efectiva una disposición de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, vigente desde el año de 1979 que, por razones técnicas, no se había 
puesto en práctica, específicamente lo dispuesto por la fracción III del artículo 109 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, donde se establecen los supuestos para no cubrir el gravamen.  



Abundan sobre la fracción III, la cual exenta a las jubilaciones, pensiones, haberes de retiro, así 
como las pensiones vitalicias y otras formas de retiro provenientes de la subcuenta del seguro de 
retiro o de la subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, previstas en la Ley del Seguro 
Social y las provenientes en la cuenta individual del sistema de ahorro para el retiro previstas en la 
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, en los casos de 
invalidez, incapacidad, cesantía, vejez, retiro y muerte, cuyo monto diario no exceda de nueve 
salarios mínimos del área geográfica correspondiente, estableciendo que cuando se exceda esa 
cantidad se deberá cubrir el referido impuesto, por lo que dicha medida despertó las protestas de los 
afectados, entre ellos el sector magisterial.  

Citan que para el presente año la Comisión Nacional de Salarios Mínimos aprobó para las áreas 
geográficas A, B, C un salario mínimo de $57.46, $55.84 y $ 55.46 pesos, respectivamente. En el 
caso de Nuevo León, los municipios del área metropolitana se agrupan en la región B, mientras que 
los rurales se ubican en la región C, por lo que los nuevos salarios mínimos para las regiones 
mencionadas equivalen, respetivamente, a $15,076.8 y $14,974.2 mensuales. En este sentido, a 
partir del presente mes y en algunos casos desde el mes de enero, quienes rebasen estas 
cantidades, el fisco federal empezó a descontarles tazas que oscilan entre el 1.92% y 28%, lo que 
representa cantidades de varios miles de pesos.  

Consideran que el grabar las jubilaciones y pensiones, se tienen visos de inconstitucionalidad, por 
que estas se originan de los contribuyentes regulares provenientes de los salarios de los 
trabajadores, mismo que fue grabado en su momento. En ese tenor, subrayan que aplicar un nuevo 
gravamen, implica imponer un nuevo gravamen, es decir, una doble tributación, lo que significa una 
carga injusta e inequitativa y por lo tanto, resulta violatorio del artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

De igual modo, agregan que la retención también resulta ilegal, toda vez que no existe una relación 
laboral entre el IMSS y los jubilados y pensionados. Es decir, la retención corresponde en todo caso, 
a la Secretaría de Hacienda, la cual no puede delegar esta facultad asignada en los términos de ley; 
adicionalmente la retención afecta el nivel de vida del sector de la población a la que va dirigida, ya 
que ellos esperan pasar el resto de su vida con una jubilación o pensión, acorde a la cantidad que 
les fue descontada, durante su ciclo productivo.  

Advierten que, están en contra de la política impositiva del gobierno federal, que sin mayor esfuerzo, 
pretende gravar a los contribuyentes cautivos, en lugar de incrementar la base fiscal, para obligar a 
que paguen impuestos entre otros, los grandes corporativos industriales y las operaciones de la 
Bolsa Mexicana de valores, a quienes se les exenta, no obstantes sus millonarias ganancias.  

Es por ello que el Grupo Legislativo Nueva Alianza, partido político nacional, de la LXXII Legislatura 
al honorable Congreso del estado propone reformar, por modificación, la fracción III del artículo 109 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, para eliminar el monto máximo de salarios mínimos a que se 
refiere la citada fracción.  

Recuerdan, además de lo anterior, que, de acuerdo con el Presupuesto de Ingresos de la 
Federación correspondiente al ejercicio fiscal de 2009, la hacienda federal dejó de percibir 9.8 
millones de pesos por no aplicar la disposición antes mencionada.  

Consecuentemente, la aprobación de la reforma propuesta, no tendría un impacto presupuestal 
elevado. Es por tanto que solicitan atentamente a esta Presidencia del honorable Congreso del 
estado de Nuevo León que turne con carácter de urgente la presente iniciativa con proyecto de 
decreto, remitiéndolo a la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión.  

Consideraciones  



Corresponde a este Congreso del estado conocer sobre el presente asunto, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 63, fracción I, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Nuevo León.  

En tal sentido, esta comisión de dictamen legislativo, ha procedido al estudio y análisis de la 
iniciativa en cuestión, de conformidad a lo establecido en los diversos numerales 70, fracción II, de la 
Ley Orgánica del Poder Legislativo del estado de Nuevo León y 39, fracción II, inciso d), del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de Nuevo León.  

Los miembros de este órgano dictaminador, al avocarnos al estudio del presente expediente 
legislativo numero 6251, el cual plantea la reforma a la fracción III del numeral 109 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, para eliminar el monto máximo de salarios mínimos a que se refiere la 
multicitada fracción, ha determinado lo siguiente:  

Quienes conocemos del presente expediente, observamos la importancia de la actividad impositiva 
del gobierno, ya que la recaudación tributaria, debe ser entendida como la actividad que realiza la 
autoridad, para colectar una cooperación económica que los ciudadanos aportan al Estado, 
destinada a sufragar los gastos públicos que genera el funcionamiento de la administración pública 
federal, estatal y municipal, es decir, el pago de impuestos, es la aportación establecida por Ley, que 
deben pagar las personas físicas o morales que se encuentren en la situación jurídica o de hecho 
prevista por la misma, o como bien lo enuncia el profesor Raúl Rodríguez Lobato: "Impuesto es la 
prestación en dinero o especie que establece el Estado conforme a la Ley, con carácter obligatorio, a 
cargo de personas físicas y morales para cubrir el gasto público y sin que haya para ellas una 
contraprestación o beneficio especial, directo o inmediato". (Rodríguez Lobato, Raúl. Derecho Fiscal. 
1997). Así, de lo impetrado se colige que esta actividad recaudatoria estatal revestirá de distintos 
principios jurídicos que le darán validez para su aplicación.  

En el caso de México, el artículo 31, fracción IV, establece la obligación de los mexicanos para 
contribuir en los gastos públicos del Estado mexicano en su conjunto, de manera proporcional y 
equitativa que dispongan las demás leyes relativas. En ese tenor, el Estado habrá de garantizar los 
principios enunciados en el texto constitucional referido, toda vez que estos, forman parte del 
sistema de valores humanos y, tienden a armonizar las actividades de los hombres.  

Así, para el asunto que nos ocupa, el impuesto sobre la renta es aquel que grava al producto del 
capital, del trabajo o de la combinación de ambos. Esto es, la renta está constituida esencialmente 
por los ingresos, que provienen del patrimonio personal o de las actividades propias del 
contribuyente o, una vez más, de la combinación de ambos. Su pago se hará conforme el régimen 
fiscal en que se encuentre inscrito el contribuyente, pudiendo ser mensual, semestral y anual.  

No obstante lo anterior, a pesar del esfuerzo realizado por los colegisladores federales en cuanto a 
la exención a los ingresos obtenidos por concepto de prestaciones de previsión social, estos siguen 
considerando también a los ingresos obtenidos por otras fuentes, gravando de nueva cuenta a 
quienes, durante su empleo activo, contribuyeron a los impuestos y al día de hoy, por la imprecisión 
de la norma jurídica, tienen que tributar de nueva cuenta, lo cual contraviene los principios de 
proporcionalidad y equidad, al no atender al contexto del cuerpo legal que lo contiene, pues se 
desatiende la capacidad contributiva de los particulares que están en una situación jurídica distinta a 
los demás contribuyentes. Esto es, la autoridad fiscalizadora no atiende a los diversos 
procedimientos establecidos en la misma Ley del Impuesto sobre la Renta, para otorgar al particular 
la posibilidad de acreditar la capacidad económica del contribuyente.  

De igual modo, la actual situación económica exige adoptar al Estado mexicano en sus tres órdenes 
de gobierno, medidas temporales que permitan hacer frente a las necesidades ciudadanas y que 
contribuyan a mantener la estabilidad social de sus habitantes.  

Es por ello que esta Comisión dictaminadora coincide con los argumentos de los promoventes 
respecto de su propuesta, bajo la consideración que la mecánica impuesta por la Secretaría de 



Hacienda y Crédito Público, para retener el pago del impuesto sobre la renta, vía el Instituto 
Mexicano del Seguro Social y el Instituto de Seguridad Social y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado, es compleja y contraviene los derechos consagrados en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, diversos instrumentos internacionales y disposiciones 
federales, sumados al aumento de precios en productos, bienes y servicios, generando una situación 
de debilidad a los ya golpeados bolsillos de los trabajadores retirados.  

En virtud de las consideraciones vertidas en el cuerpo del presente dictamen, y de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 63, fracción II, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Nuevo León, esta Comisión de Legislación y Puntos Constitucionales somete al criterio de esta 
asamblea el siguiente proyecto de  

Acuerdo  

Único. La LXXII Legislatura del honorable Congreso del estado de Nuevo León, con fundamento en 
lo dispuesto en la fracción III del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, solicita a la honorable Cámara de Diputados del Congreso de la Unión la aprobación del 
siguiente proyecto de  

Decreto  

Artículo Único. Se reforma la fracción III del artículo 109 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
para quedar como sigue:  

Artículo 109. ...  

I. a II. ...  

III. Las jubilaciones, pensiones, haberes de retiro, así como las pensiones vitalicias u otras 
formas de retiro, provenientes de la subcuenta del seguro de retiro o de la subcuenta de 
retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, previstas en la Ley del Seguro Social y las 
provenientes de la cuenta individual del sistema de ahorro para el retiro prevista en la Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicio Sociales de los Trabajadores del Estado, en los casos de 
invalidez, incapacidad, cesantía, vejez, retiro y muerte.  

IV. a XXVIII. ... 

Transitorio  

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación.  

Monterrey, Nuevo León.  

Comisión de Legislación y Puntos Constitucionales  

Diputados: Héctor García Carcía (rúbrica), presidente; Josefina Villarreal González (rúbrica), vicepresidenta; Tomás 
Roberto Montoya Díaz (rúbrica), secretario; Mario Emilio Gutiérrez Caballero (rúbrica), César Garza Villarreal (rúbrica), 
Sergio Alejandro Alanís Marroquín (rúbrica), Hernán Salinas Wolberg (rúbrica), Sandra Elizabeth Pámanes Ortiz 
(rúbrica), Fernando González Viejo, Jorge Santiago Alanís Almaguer (rúbrica), Juan Carlos Holguín Aguirre (rúbrica).  
   
   

Licenciado Rodrigo Medina de la Cruz  
Gobernador Constitucional del Estado de Nuevo León  
Presente  



A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 10 y 11 de la Ley del Periódico Oficial del 
Estado de Nuevo León, nos permitimos en forma atenta y respetuosa solicitar la publicación en el 
órgano informativo oficial del estado el acuerdo número 81, expedido por el honorable Congreso del 
estado en esta fecha, cuyo documento se acompaña.  

Sin otro particular, le reiteramos las seguridades de nuestra atenta y distinguida consideración.  

Atentamente  
Sufragio Efectivo. No Reelección.  
Monterrey, NL, a 2 de marzo de 2010.  
Honorable Congreso del Estado  

Diputada María del Carmen Peña Dorado (rúbrica)  
Secretaria  

Diputada Blanca Esthela Armendáriz Rodríguez (rúbrica)  
Secretaria  
   

El honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Nuevo León, LXXII Legislatura, en uso 
de las facultades que le concede el artículo 63, de la Constitución Política local, expide el 
siguiente  

Acuerdo  
Número 81  

Único. La LXXII Legislatura del honorable Congreso del estado de Nuevo León, con fundamento en 
lo dispuesto en la fracción III del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, solicita a la honorable Cámara de Diputados del Congreso de la Unión la aprobación del 
siguiente proyecto de  

Decreto  

Artículo Único. Se reforma la fracción III del artículo 109 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
para quedar como sigue:  

Artículo 109. ...  

I. a II. ...  

III. Las jubilaciones, pensiones, haberes de retiro, así como las pensiones vitalicias u otras 
formas de retiro, provenientes de la subcuenta del seguro de retiro o de la subcuenta de 
retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, previstas en la Ley del Seguro Social y las 
provenientes de la cuenta individual del sistema de ahorro para el retiro prevista en la Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicio Sociales de los Trabajadores del Estado, en los casos de 
invalidez, incapacidad, cesantía, vejez, retiro y muerte.  

IV. a XXVIII. ... 

Transitorio  

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación.  

Por lo tanto, envíese al Ejecutivo del estado para su publicación en el Periódico Oficial del Estado.  



Dado en el salón de sesiones del honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Nuevo León, 
en Monterrey, su Capital a los dos días del mes de marzo de dos mil diez.  

Diputado Sergio Alejandro Alanís Marroquín (rúbrica)  
Presidente  

Diputada María del Carmen Peña Dorado (rúbrica)  
Secretaria  

Diputada Blanca Esthela Armendáriz Rodríguez (rúbrica)  
Secretaria  

 


